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personalmente contra la ahora recurrente en amparo,
sino contra la herencia yacente y los herederos desco-
nocidos e inciertos de doña Adelaida Fresco García.
Como señalamos en la STC 109/1999, de 14 de junio,
FJ 2, en un supuesto similar en el que también la deman-
da se dirigía contra los herederos y no se les identificaba
nominalmente, la designación innominada del deman-
dado trasciende a la efectividad del emplazamiento, cual-
quiera que sea la forma en la que éste se realice, pues
esa abstracta indicación no garantiza que el emplaza-
miento se haga a una persona concreta ni que, por tanto,
esa persona pueda participar en el proceso.

También debe tenerse en cuenta que el emplazamien-
to no se efectuó en el domicilio que designó el entonces
demandante en su escrito de demanda como último
domicilio de la causante, sino que directamente se llevó
a cabo el emplazamiento edictal. De igual modo debe
tomarse en consideración que el demandante en aquel
proceso solicitó al órgano judicial que, a efectos del
emplazamiento de la demandada, librara mandamiento
al Notario de Gijón que se le indicaba, porque, según
constaba en una certificación del Registro de Últimas
Voluntades, doña Adelaida Fresco García, el 18 de sep-
tiembre de 1973, había otorgado testamento ante ese
Notario pero el órgano judicial, sin motivar su decisión,
rechazó esta solicitud.

5. Atendiendo a las circunstancias señaladas, y de
acuerdo con la doctrina constitucional expuesta, es claro
que el órgano judicial acudió al emplazamiento edictal
sin antes agotar otras modalidades de emplazamiento
más respetuosas con el derecho a la defensa de los
demandados en ese proceso. A pesar de que en el escrito
de demanda se indicaba el último domicilio de la cau-
sante y de que asimismo se le solicitaba que dirigiera
mandamiento al Notario de Gijón en el que, según la
certificación expedida por el Registro de Últimas Volun-
tades, otorgó testamento para que le remitiera copia
del mismo, lo que le hubiera permitido conocer la exis-
tencia de posibles herederos y de su posible paradero,
el órgano judicial emplazó directamente a la herencia
yacente y a los herederos desconocidos e inciertos de
la causante sin ni siquiera intentar la notificación en el
último domicilio ésta. De tal modo, al no haber agotado
el órgano judicial los medios normales a su alcance para
asegurar, no sólo que los demandados en un proceso
se encontraban identificados —lo que como se ha indi-
cado, redunda en la efectividad del emplazamiento—,
sino que tampoco intentó su emplazamiento en el domi-
cilio que constaba en la demanda, la actuación del Juz-
gado no puede considerarse acorde con el deber cons-
titucional que se deriva del art. 24.1 CE.

6. Una vez apreciado que el órgano judicial efectuó
el emplazamiento sin cumplir las exigencias que se deri-
van del art. 24.1 CE y siendo claro que en este caso
la recurrente en amparo, al ser heredera de doña Ade-
laida Fresco García, tenía un interés en ese proceso y
que la falta de audiencia en dicho proceso le ha causado
indefensión material —indefensión a la que ha de otor-
gársele este carácter al margen de la incidencia que
hubieran podido tener sus alegaciones en el resultado
del proceso—, queda por descartar que la indefensión
padecida haya podido tener su origen en una actuación
imputable a su falta de diligencia, pues, como se ha
indicado, para que la infracción procesal conlleve la
lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efec-
tiva es necesario que la indefensión ocasionada no sea
imputable a una actuación negligente de la parte que
la padece.

Pues bien, en el presente caso no existe ningún dato
en las actuaciones del que pueda deducirse que la situa-
ción de indefensión padecida por la recurrente se deba
a su negligencia, pues su falta de emplazamiento per-

sonal no trae causa de ninguna acción que le sea impu-
table, ni tampoco existe circunstancia alguna de la que
quepa deducir con toda evidencia que la recurrente cono-
cía la existencia del proceso.

Por todo ello debemos considerar que el órgano judi-
cial incurrió en la vulneración constitucional que le impu-
ta la recurrente y, en consecuencia, lesionó su derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha vulnerado el derecho de
la recurrente a la tutela judicial efectiva sin indefensión.

2.o Restablecerla en la integridad de su derecho y,
a tal fin, anular las actuaciones y decisiones dictadas
y practicadas del juicio de menor cuantía núm. 128/98
seguido en el Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de
Gijón contra la herencia yacente y herederos descono-
cidos e inciertos de doña Adelaida Fresco García, así
como las resoluciones dictadas en su ejecución y el Auto
del mismo Juzgado de 7 de octubre de 1999 por el
que se acordó la inadmisión a trámite del incidente de
nulidad de actuaciones suscitado por la ahora recurrente
y retrotraer las actuaciones seguidas en el referido juicio
al momento inmediatamente anterior al emplazamiento,
para que la demandante de amparo sea emplazada con
todas las garantías.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de septiembre de dos
mil uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

19477 Sala Segunda. Sentencia 186/2000, de 17
de septiembre de 2001. Recurso de amparo
5002-2000. Promovido por doña María Isabel
Preysler Arrastia frente a la Sentencia dictada
por la Sala Primera de lo Civil del Tribunal
Supremo que estimó parcialmente su deman-
da contra Hogar y Moda, S. A., y otras per-
sonas por la publicación de un reportaje en
la revista «Lecturas» titulado «La cara oculta
de Isabel Preysler» (STC 115/2000).

Vulneración del derecho a la intimidad per-
sonal y familiar: Indemnnización por vulnerar
un derecho fundamental cuya cuantía fue fija-
da sin motivación suficiente, no sirve para
reparar la vulneración y no se ajusta a la
STC 115/2000. Voto particular.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
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Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5002-2000, promovido
por doña María Isabel Preysler Arrastia, representada
por la Procuradora de los Tribunales doña María Luisa
Montero Correal y asistida por el Abogado don Francisco
Javier Ruiz Paredes, contra la Sentencia dictada por la
Sala Primera del Tribunal Supremo el 20 de julio de
2000 en el recurso de casación núm. 872/93. Han inter-
venido, además del Ministerio Fiscal, don Julio Bou Gibert
y El Hogar y la Moda, S.A., representados por el Pro-
curador de los Tribunales don Eduardo Jesús Sánchez
Álvarez y asistidos del Letrado don José María Pou de
Avilés. Ha sido Ponente el Magistrado don Guillermo
Jiménez Sánchez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
20 de septiembre de 2000 la Procuradora de los Tri-
bunales doña María Luisa Montero Correal, en nombre
y representación de doña María Isabel Preysler Arrastia,
planteó incidente por indebida ejecución de la STC
115/2000, de 5 de mayo, de acuerdo con lo dispuesto
en el art. 92 LOTC; y subsidiariamente interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia citada en el encabeza-
miento, alegando vulneración del derecho a la intimidad
(art. 18.1 CE) y del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE).

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
relevantes para la resolución del caso son, en síntesis,
los siguientes:

a) El 20 de julio de 1989 la aquí recurrente presentó
demanda de protección civil del derecho al honor, la
intimidad y la propia imagen contra doña Alejandra Mar-
tín Suárez, don Julio Bou Gibert, director de la revista
«Lecturas», don Enrique Suero Llera, redactor de dicha
revista, y la entidad mercantil editora de la misma, «El
Hogar y la Moda, S. A.», (HYMSA), por considerar que
un reportaje publicado en el núm. 1942 del citado sema-
nario, de 23 de junio de 1989, y en sucesivos números
posteriores, bajo el título «La cara oculta de Isabel Preys-
ler», entrañaba una intromisión ilegítima en su honor,
intimidad personal y familiar y en la propia imagen. En
la demanda se solicitaba, entre otros extremos, que se
declarase consumada dicha intromisión ilegítima y se
condenara a los demandados, de forma solidaria, al pago
de una indemnización de 50.000.000 de pesetas por
la publicación.

b) Por Sentencia de 23 de mayo de 1991, del Juz-
gado de Primera Instancia núm. 32 de Barcelona, se
estimó parcialmente la demanda, declarando consuma-
da la intromisión ilegítima en el derecho fundamental
de la actora «en cuanto a su honor, intimidad personal
y familiar y a su propia imagen, recogidos en el art.
18.1 de la Constitución», y se condenó a los deman-
dados, de forma solidaria, a abonar a la actora una indem-
nización de 5.000.000 de pesetas. Tras indicar que «el
texto periodístico de autos debe ser leído en su conjunto
e interpretado su sentido por el contexto», la Sentencia
afirma que «el conjunto de dicha publicación se puede
valorar como descubrimiento de datos y circunstancias
íntimas de la actora en la vida desarrollada dentro del
hogar familiar» (fundamento de Derecho 5).

c) Contra la anterior Sentencia se interpuso por los
demandados recurso de apelación, al que se adhirió la

demandante, y la Sección Undécima de la Audiencia
Provincial de Barcelona dictó Sentencia el 12 de enero
de 1993 en la que, tras indicar que no existe, como
pretende la actora, un derecho unitario «al honor, a la
intimidad y a la propia imagen», consideró que se había
producido una vulneración del derecho a la intimidad,
propiciado por la relación de confianza generada por
los servicios prestados en el hogar de la señora Preysler
Arrastia por la señora Martín Suárez; y estimó que la
intromisión no podía ampararse en el hecho de ser aqué-
lla una persona famosa o conocida del público, pues
«para cualquier persona, sea pública o privada, existe
un ámbito especialmente protegido de su intimidad»,
como es el de la intimidad doméstica. El fallo de esta
resolución, tras acoger el recurso interpuesto por el
demandado don Enrique Suero Llera y absolverle de la
demanda, acogió parcialmente el de la actora en la ins-
tancia, condenando a los restantes demandados a que
solidariamente la indemnizaran en la cantidad de
10.000.000 de pesetas.

d) La anterior Sentencia fue recurrida en casación
por «El Hogar y la Moda, S. A.», y don Julio Bou Gibert
con fundamento en cinco motivos: 1) infracción del art.
20.1 d) CE y del art. 18.1 CE; 2) infracción del art. 2
de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo; 3) infracción
del art. 7.3 de la misma Ley Orgánica; 4) infracción del
art. 65.2 de la Ley de Prensa e Imprenta de 18 de marzo
de 1996, en relación al art. 1137 de Código Civil, por
aplicación del principio de solidaridad en la condena res-
pecto a doña Alejandra Martín Suárez; 5) infracción del
art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982 por no haber tenido
en cuenta las bases para la determinación de la indem-
nización.

Por Sentencia dictada el 31 de diciembre de 1996
la Sala Primera del Tribunal Supremo estimó dicho recur-
so, casó y anuló la Sentencia de apelación, y desestimó
la demanda absolviendo de ella a los demandados. En
el fundamento primero de la Sentencia se estiman con-
juntamente los tres primeros motivos de casación, decla-
rándose lo siguiente: «En el presente caso, sin funda-
mentar el derecho a informar en la tesis del ’reportaje
neutral’ —reproducción de lo dicho por otro sin añadir
apostillas o valoraciones— ni de la doctrina mantenida
a favor del derecho de la intimidad en la Sentencia del
Tribunal Constitucional de los Estados Unidos en 1986
en el caso Philadelphia Newspapers Inc. versus Hepp
se puede afirmar que las frases aparecidas en el reportaje
de la revista en cuestión como eran ’...los granos que
le salen en la cara, con frecuencia...’’, ’...llevar una deter-
minada agenda de piel de cocodrilo’, así como detalles
de los hábitos de lectura, de la ropa que posee en los
armarios, el horario familiar y los menús, todos ellos
referidos a la señora P.A., datos todos ellos proporcio-
nados por una antigua doméstica; no se pueden cata-
logar, ni de lejos, como atentatorios graves a la intimidad,
por ser afrentosos, molestos o simplemente desmere-
cedores desde un punto de vista de homologación social.
Simplemente constituyen una propalación de chismes
de escasa entidad, que en algún caso pudieran servir
como base para resolver un contrato laboral de empleo
del hogar, pero nunca para estimarlos como un atentado
grave y perjudicial a la intimidad de una persona».

La Sala entendió que no era preciso entrar en los
dos últimos motivos de casación, relativos, respectiva-
mente, a la distribución de la responsabilidad y a la deter-
minación del quantum de la posible indemnización.

e) El 18 de febrero de 1997 la aquí demandante
presentó recurso de amparo (núm. 640/97) contra la
anterior Sentencia, solicitando la anulación de la Sen-
tencia del Tribunal Supremo y la declaración de firmeza
de la Sentencia de la Audiencia Provincial. Por su parte
el Ministerio Fiscal interesó que se otorgara el amparo,
que se anulara la Sentencia impugnada y que se retro-
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trajeran las actuaciones al momento anterior a dictar
Sentencia para que el Tribunal Supremo dictara otra res-
petando el derecho a la intimidad de la recurrente. El
recurso de amparo fue estimado por STC 115/2000,
de 5 de mayo, en cuyo fallo se acuerda:

«Otorgar el amparo solicitado por doña María Isabel
Preysler Arrastia y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha lesionado el derecho a
la intimidad personal y familiar de la recurrente

2.o Restablecerla en su derecho y, a este fin, anular
la Sentencia núm. 157/1996, dictada el 31 de diciembre
de 1996 por la Sala Primera del Tribunal Supremo en
el recurso de casación núm. 872/93.»

f) El 8 de junio de 2000 la representación procesal
de El Hogar y la Moda, S.A., y del señor Bou presentó
escrito ante el Tribunal Supremo solicitando que se dic-
tara una nueva Sentencia para resolver los motivos de
casación que no habían sido examinados en la Sentencia
de 31 de diciembre de 1996. Por su parte la repre-
sentación de la señora Preysler interesó que se dictara
nueva Sentencia desestimando el recurso de casación
y confirmando la de la Audiencia Provincial de Barcelona.

El Tribunal Supremo dictó Sentencia con fecha 20
de julio de 2000. En ella se indica que «por segunda
vez en virtud de Sentencia del Tribunal Constitucional ...»
la Sala Primera resuelve el recurso de casación inter-
puesto por El Hogar y la Moda, S.A., y don Julio Bou
Gibert contra la Sentencia dictada por la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona el 12 de enero de 1993. En su
resolución el Tribunal Supremo desestima los cuatro pri-
meros motivos de casación y, en su virtud, declara que
«esta Sala debe proclamar que el reportaje aparecido
en la revista ”Lecturas” titulado ”La cara oculta de Isabel
Preysler” supone un ataque a la intimidad de la pro-
tagonista del mismo»; en relación al cuarto motivo de
casación «no se hace declaración sobre la solidaridad
de A.M.S., por haber quedado dicha cuestión fuera de
la presente contienda judicial» (fundamento primero).

La Sentencia del Tribunal Supremo, finalmente, esti-
ma el quinto y último motivo de casación con base en
la siguiente fundamentación: «La valoración pecuniaria
de la responsabilidad de quien lesiona el derecho fun-
damental a la intimidad, estará determinada por la gra-
vedad atentatoria de dicho ataque, así como por la difu-
sión de la noticia y las ventajas económicas obtenidas
con ella. Pues bien, las frases ”granos que le salen en
la cara..., determinada agenda de piel de cocodrilo..., ropa
que posee...” se pueden calificar como insignificantes
dada la enorme proyección pública de la afectada -hecho
notorio-, por lo cual la valoración del daño moral pro-
ducido puede ser mesurado en 25.000 pesetas. La difu-
sión de la noticia y las ventajas reportadas, no han podido
ser cuantificadas económicamente» (fundamento segundo).

El fallo de la Sentencia queda redactado en los
siguientes términos: «1.o) Se declara la intromisión ile-
gítima a la intimidad de Doña Isabel Preysler Arrastia
por parte de los demandados. 2.o) Se condena a los
demandados, de forma solidaria a abonar a Doña Isabel
Preysler Arrastia la indemnización de 25.000 pesetas,
más los intereses legales desde la interpretación judicial.
3.o) Se publicará esta Sentencia íntegramente en la revis-
ta ”Lecturas” a costa de los demandados; todo ello sin
hacer una expresa imposición de las costas en este
recurso».

3. En el escrito presentado por la demandante se
plantea, con base en el art. 92 LOTC, y con invocación
de jurisprudencia constitucional, incidente por indebida
ejecución de la STC 115/2000, de 5 de mayo, en la
que habría incurrido la Sentencia del Tribunal Supremo

de 20 de julio de 2000. Con carácter subsidiario se
formula recurso de amparo (art. 44.1 LOTC) contra la
misma resolución judicial por entender que vulnera de
nuevo el derecho a la intimidad de la recurrente (art.
18.1 CE) e infringe el art. 24 CE.

Dos son los motivos en que se basa la queja de inde-
bida ejecución de la Sentencia constitucional por parte
del Tribunal Supremo. El primer motivo denuncia que
la resolución de la Sala Primera del Tribunal Supremo
incumplió el mandato y la doctrina contenidos en la STC
115/2000, de 5 de mayo, tanto en la motivación que
le llevó a estimar el quinto motivo de casación como
en el resultado generado por la misma resolución. En
cuanto a la motivación se sostiene que la Sentencia del
Tribunal Supremo incumple el mandato contenido en
la Sentencia de amparo, con infracción del derecho a
la tutela judicial efectiva, porque en su escasa motivación
no «modula» la responsabilidad indemnizatoria en fun-
ción de la gravedad, sino que enjuicia de nuevo la intro-
misión al calificar de «insignificantes» determinadas
frases del controvertido reportaje, utilizando un criterio
valorativo rechazado por la Sentencia constitucional: pri-
mero, porque la referida Sentencia afirma que toda vul-
neración del derecho a la intimidad es grave y, segundo,
porque la Sentencia constitucional impugnada se refiere
sólo a los «granos que le salen en la cara», a «deter-
minada agenda de piel de cocodrilo» y a la «ropa que
posee», sin tener en cuenta «muchos otros datos de
la intimidad de la demandante injustamente revelada
al conocimiento público» a los que alude expresamente
la STC 115/2000. En cuanto al resultado, también la
Sentencia de amparo habría sido ejecutada indebida-
mente, ya que la única posibilidad de resarcimiento fren-
te a intromisiones en el derecho a la intimidad, a dife-
rencia de las intromisiones en el derecho al honor, reside
en la indemnización pecuniaria, siendo evidente que una
indemnización «simbólica» de 25.000 pesetas es tanto
como no restituir al agraviado en su derecho a la inti-
midad. La concesión de tal indemnización provocaría
en la agraviada unos efectos más perniciosos todavía
que la denegación de la infracción y, por consiguiente,
de la indemnización, pudiendo incluso generar en la opi-
nión pública la sensación de impunidad de los infrac-
tores. Con base a los argumentos anteriores se solicita
una revisión del quantum indemnizatorio fijado por el
Tribunal Supremo, pretensión a la que podría acceder
el Tribunal Constitucional, según la STC 134/1999, de
15 de julio, puesto que la indemnización de 25.000 pese-
tas fue manifiestamente irrazonable y desproporcionada.

El segundo motivo de queja por indebida ejecución
de la Sentencia constitucional denuncia que la valoración
del quantum indemnizatorio realizada por el Tribunal
Supremo vulneró el art. 24 CE. Ante todo porque la Sala
Primera del Tribunal Supremo se apartó de su propia
doctrina, dictada en aplicación del art. 9.3 de la Ley
Orgánica 1/1982, en virtud de la cual la Sala casacional
no tiene competencia para revisar el quantum de la
indemnización. Y en segundo lugar porque la Sentencia
del Supremo se apartó de forma inmotivada de la valo-
ración realizada en la Sentencia de instancia, limitándose
a afirmar que «la difusión de la noticia y las ventajas
reportadas no han podido ser cuantificadas económi-
camente», sin entrar a analizar tal difusión ni el efecto
obtenido.

Los dos motivos transcritos fundamentan el recurso
de amparo, interpuesto contra la Sentencia del Tribunal
Supremo de 20 de julio de 2000 sólo para el caso de
que este Tribunal no entendiera admisible el incidente
por indebida ejecución, solicitando la recurrente que se
anule la resolución impugnada y se declare ajustada a
Derecho la indemnización de 10.000.000 de pesetas
reconocida a su favor en la Sentencia de la Audiencia
Provincial de Barcelona de 12 de enero de 1993.
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4. Por providencia de 30 de marzo de 2001 la Sala
Segunda acordó conocer del recurso de amparo y admitir
a trámite la demanda contra la Sentencia de 20 de julio
de 2000 de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo,
así como requerir a éste, a la Audiencia Provincial de
Barcelona y al Juzgado de Primera Instancia núm. 32
de Barcelona la remisión, respectivamente, del recurso
de casación núm. 872/1993, del rollo de apelación núm.
143/92 y de los autos núm. 230/90, interesando al
propio tiempo el emplazamiento de quienes hubieran
sido parte en el proceso, con excepción de la recurrente
en amparo.

En la misma providencia se requirió a la Procuradora
doña María Luisa Montero Correal que acreditara su
representación mediante la aportación de la escritura
de poder original, trámite que cumplimentó en el escrito
presentado el 23 de abril de 2001.

5. Mediante escrito registrado el 4 de mayo
de 2001 el Procurador de los Tribunales don Eduardo
Jesús Sánchez Álvarez, en nombre y representación de
don Julio Bou Gibert y de El Hogar y la Moda, S.A.,
solicitó personarse en el recurso.

Por diligencia de ordenación de 17 de mayo de 2001
de la Sala Segunda se acordó tenerlo por personado
y dar vista de las actuaciones recibidas a las partes y
al Ministerio Fiscal, por un plazo común de veinte días,
para que presentaran las alegaciones que estimasen per-
tinentes, de conformidad con lo dispuesto en el art. 52.1
LOTC.

6. En escrito registrado el 15 de junio de 2001 la
recurrente reproduce literalmente las alegaciones formu-
ladas en la demanda y solicita el otorgamiento del ampa-
ro por vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva,
interesando la anulación de la Sentencia impugnada, así
como la declaración de su derecho a percibir una indem-
nización proporcionada a la lesión sufrida en su derecho
a la intimidad, que cifra en 10.000.000 de pesetas, de
acuerdo con la Sentencia de 12 de enero de 1993 de
la Audiencia Provincial de Barcelona o, en todo caso,
la determinación del importe de la cuantía en la misma
Sentencia de amparo.

7. En el escrito de alegaciones presentado el 16
de junio de 2001 por el Procurador de los Tribunales
don Eduardo Jesús Sánchez Álvarez, en nombre y repre-
sentación de don Julio Bou Gibert y El Hogar y la Moda,
Sociedad Anónima, se solicita la desestimación del inci-
dente de ejecución y subsidiario recurso de amparo por
diversos motivos.

En primer lugar se aduce que no puede hablarse de
indebida ejecución de la STC 115/2000, ya que la Sen-
tencia del Tribunal Supremo de 20 de julio de 2000
ejecutó y cumplió plenamente la Sentencia constitucio-
nal, puesto que declaró la intromisión ilegítima apreciada
por aquélla. La STC 115/2000 denegó la expresa peti-
ción de la entonces recurrente en amparo para que se
declarara ajustada a Derecho la Sentencia de la Audien-
cia Provincial, señalando en sus fundamentos jurídicos
que, para el restablecimiento de aquélla en su derecho,
el fallo se limitaba a anular la Sentencia impugnada.

En segundo lugar se alega que la Sentencia impug-
nada condenó a los demandados al pago de 25.000
pesetas y a la publicación íntegra de la Sentencia en
la revista «Lecturas», suponiendo ello un reconocimiento
público de la intromisión, sin que exista un derecho con
relevancia constitucional a recibir una indemnización en
caso de intromisión en la intimidad, de acuerdo con el
art. 9.2 de la Ley Orgánica 1/1982. La admisión del
amparo implicaría dejar vacío de contenido el recurso
de casación y supondría una invasión de las compe-
tencias que sobre la materia tiene el Tribunal Supremo,
última instancia en el enjuiciamiento civil.

En tercer lugar se argumenta que la Sentencia cons-
titucional admitió en realidad la «escasa entidad» de los
hechos revelados, señalando que, si bien ello no era
óbice para la existencia de la intromisión, servía en cam-
bio para «modular» la responsabilidad de quien lesionó
el derecho fundamental. Pues bien, el Tribunal Supremo
moduló la responsabilidad con base en algunos elemen-
tos, como la notoriedad pública de la recurrente, el hecho
de que los datos divulgados no eran gravemente aten-
tatorios o socialmente desmerecedores de la persona,
la no acreditación de los beneficios de la publicación
con el controvertido reportaje, o las propias manifes-
taciones de la actora. Ponderando estos elementos, y
teniendo en cuenta la falta de prueba sobre la difusión,
el Tribunal estimó ajustada la indemnización de 25.000
pesetas, sin que tal decisión pueda calificarse de mani-
fiestamente irrazonable o desproporcionada. Se tuteló
pues el derecho vulnerado, puesto que existe un pro-
nunciamiento sobre la ilicitud de la publicación, y un
reconocimiento público de la lesión.

En cuarto lugar se sostiene que el Tribunal Consti-
tucional, de acuerdo con su doctrina, no puede revisar
el quantum indemnizatorio y debe limitarse a proteger
los derechos fundamentales.

Finalmente se afirma que la resolución impugnada
no vulnera el art. 24 CE como consecuencia de que
el Tribunal Supremo haya revisado en apelación la cuan-
tía de la indemnización fijada en instancia, ni tampoco
por falta de motivación, puesto que la Sentencia argu-
menta sobre los criterios legales para la fijación de la
indemnización, alude a la escasa entidad de los datos
revelados y valora la prueba practicada, llegando a la
conclusión de que no existen elementos probatorios sufi-
cientes para conocer la difusión de la noticia y las ven-
tajas reportadas.

8. El Fiscal presentó su escrito de alegaciones el
15 de junio de 2001. Dicho escrito se inicia con algunas
consideraciones sobre la vía procesal que debe seguir
la presente demanda, que a su juicio es la del recurso
de amparo, puesto que no puede sostenerse que la
segunda Sentencia dictada por el Tribunal Supremo
constituya, propiamente hablando, una ejecución de la
Sentencia del Tribunal Constitucional controlable a tra-
vés del art. 92 LOTC.

Hecha tal precisión, el Ministerio público pasa a deli-
mitar el objeto del presente recurso, respecto del cual
advierte que, a pesar de que la recurrente no lo diga
así, en sus alegaciones, son identificables varias vulne-
raciones de diversos derechos fundamentales, todas
ellas imputables a la Sentencia impugnada. En primer
lugar el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE),
en su vertiente de derecho a la ejecución de las reso-
luciones judiciales, que habría desconocido el Tribunal
Supremo. En segundo lugar el derecho a la igualdad
en la aplicación de la ley por haberse apartado aquél
de su criterio habitual, según el cual no es materia casa-
cional la determinación del quantum indemnizatorio. Y
en tercer lugar el propio derecho a la intimidad, puesto
que, una vez reconocida la intromisión ilegítima, la deter-
minación de la indemnización económica concedida para
reparar el daño se realizó sin motivación suficiente y
sin observar los criterios establecidos en la Ley Orgánica
1/1982 reguladora de tal derecho, lo cual entrañaría,
no solo la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva,
sino la del mismo derecho material.

Pues bien, para el Fiscal la vulneración del art. 24
por falta de ejecución de las resoluciones judiciales no
debe acogerse. Podría entenderse que, una vez anulada
la Sentencia del Tribunal Supremo, recobró su vigencia
la Sentencia de la Audiencia Provincial, que habría de
ejecutarse; y que ello fue desconocido por el Tribunal
Supremo en su segunda Sentencia de casación. Sin
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embargo tal argumentación no sería aplicable en el pre-
sente caso, porque al dictar el Tribunal Supremo la pri-
mera Sentencia se dejaron imprejuzgados dos motivos
de casación que son resueltos en la segunda Sentencia,
ahora recurrida en amparo.

Tampoco debería apreciarse una vulneración del dere-
cho a la igualdad en aplicación de la ley por el hecho
de que el Tribunal Supremo se apartara en la Sentencia
impugnada del criterio según el cual no procede revisar
en casación la cuantía de la indemnización fijada en
instancia. A juicio del Ministerio Fiscal el mismo Tribunal
Supremo ha mantenido tal postura «siempre que se res-
peten los parámetros legales en orden al hecho», enten-
diendo que en este caso las bases con arreglo a las
cuales se calculó la indemnización no fueron estable-
cidas conforme a lo establecido en la Ley Orgánica
1/1982. Por ello el Tribunal Supremo se encontraba
perfectamente habilitado para controlarlas a través del
recurso de casación.

En cuanto a la ausencia de motivación en la fijación
de la cuantía de la indemnización por parte del Tribunal
Supremo entiende el Fiscal que vulnera el art. 18.1 CE,
o al menos el art. 24 CE y, por ende, el art. 18.1 CE.
Sustenta esta posición en la afirmación inicial de que
las medidas reparadoras del derecho a la intimidad con-
templadas en el art. 9.2 de la Ley Orgánica 1/1982
forman parte del contenido constitucional de aquel dere-
cho. Y siendo la indemnización una de ellas debe ser
fijada de acuerdo con las bases que la misma ley esta-
blece (art. 9.3): circunstancias del caso, beneficio obte-
nido por el causante de la lesión y gravedad de ésta,
para cuya graduación debe considerarse la difusión o
audiencia del medio. El Tribunal Supremo, al valorar el
quantum indemnizatorio, no atendió a las circunstancias
del caso, ni tampoco al criterio legal para valorar la gra-
vedad de la intromisión, declarando erróneamente la fal-
ta de gravedad de la infracción y que la difusión no
quedó acreditada cuando en primera instancia se aportó
una certificación de la Oficina de Justificación de la Difu-
sión con las tiradas mensuales de la revista «Lecturas»
entre abril y agosto de 1989, que oscilaron entre
331.934 a 435.716 ejemplares. Por ello la motivación
del Tribunal Supremo no satisface las exigencias cons-
titucionales, no sólo desde el punto de vista de un control
negativo sobre la razonabilidad, sino también por el con-
trol positivo sobre la ponderación y adecuación en rela-
ción al derecho concernido, en este caso la intimidad.
Al no expresar la ratio decidendi para establecer el impor-
te de la indemnización, a fin de resarcir a la demandada
del daño causado por la intromisión en su intimidad,
se habría producido una vulneración del derecho a ésta,
lo que, a juicio del Fiscal, debe determinar la nulidad
de la Sentencia impugnada y la firmeza de la dictada
en apelación.

9. Por providencia de 13 de septiembre de 2001,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 17 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
la Sentencia dictada por la Sala Primera del Tribunal
Supremo el 20 de julio de 2000 por entender la deman-
dante que esta resolución judicial vulnera los derechos
a la intimidad personal y familiar (art. 18.1 CE) y a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE). Alega, en primer
lugar, que la Sentencia impugnada incumple lo estable-
cido en la STC 115/2000, de 5 de mayo, ya que al
fijar la indemnización no se limita a modular la respon-
sabilidad en función de la mayor o menor gravedad de
la lesión del derecho a la intimidad sino que enjuicia
de nuevo la intromisión calificando de «insignificantes»

determinadas frases del controvertido reportaje, omitien-
do además «muchos otros datos» relativos a su intimidad
también desvelados a los que alude la referida Sentencia
constitucional. Sostiene, asimismo, que la Sentencia
carece de motivación suficiente ya que se apartó de
forma inmotivada de la valoración realizada en la reso-
lución de instancia, limitándose a afirmar que «la difusión
de la noticia y las ventajas reportadas no han podido
ser cualificadas económicamente», sin entrar a analizar
tal difusión ni el efecto obtenido ni las circunstancias
del caso.

A lo que agrega, de un lado, que la Sala del Tribunal
Supremo carecía de competencia para proceder a dicha
revisión del quantum indemnizatorio, según su propia
y reiterada doctrina. De otro, que la indemnización que
se ha acordado en la Sentencia aquí impugnada es mera-
mente «simbólica» y, por tanto, no restituye ni restablece
a la recurrente en su derecho a la intimidad (art. 18.1 CE).
En virtud de todo ello solicita el otorgamiento del amparo
para que se declare la nulidad de la Sentencia dictada
por la Sala Primera del Tribunal Supremo y, consiguien-
temente, que se fije el quantum indemnizatorio en la
suma establecida por la Audiencia Provincial de Barce-
lona en su Sentencia de 12 de enero de 1993.

El Ministerio Fiscal concurre en la petición de que
se otorgue el amparo, puesto que, por las razones que
han quedado expuestas en los antecedentes, la Senten-
cia objeto de este proceso constitucional ha vulnerado
el derecho a la intimidad de la recurrente (art. 18.1 CE)
«o, al menos el art. 24.1 CE y, por ende, el art. 18.1
CE»; lo que ha de determinar, a su juicio, tanto la nulidad
de la Sentencia impugnada como la firmeza de la dictada
en apelación por la Audiencia Provincial de Barcelona.

En cambio la representación de don Julio Bou Gibert
y de El Hogar y la Moda, S.A., se ha opuesto a las pre-
tensiones de la recurrente, pues a su entender la Sen-
tencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo dictada
el 20 de julio de 2000 ha ejecutado correctamente la
STC 115/2000; declarando la intromisión ilegítima en
el derecho a la intimidad apreciada por esta última reso-
lución y modulando la responsabilidad en atención a
distintos elementos ha condenado a los demandados
en el proceso a quo al pago de 25.000 pesetas de indem-
nización, lo que en modo alguno puede tacharse de mani-
fiestamente irrazonable ni de arbitrario a la luz del art.
24.1 CE. Los alegantes estiman, por último, que no
corresponde a este Tribunal, según su propia doctrina,
fijar el quantum indemnizatorio caso de otorgarse el
amparo.

2. Como ha quedado expuesto en los antecedentes
este Tribunal dictó la STC 115/2000, de 5 de mayo,
en cuyo fallo se acuerda: «Otorgar el amparo solicitado
por doña María Isabel Preysler Arrastia y, en su virtud:
1.o Reconocer que se ha lesionado el derecho a la inti-
midad personal y familiar de la recurrente. 2.o Resta-
blecerla en su derecho y, a este fin, anular la Sentencia
núm. 157/1996, dictada el 31 de diciembre de 1996
por la Sala Primera del Tribunal Supremo en el recurso
de casación núm. 872/93».

En la fundamentación de la Sentencia se considera
que el reportaje publicado en la revista Lecturas «no
puede encontrar amparo en el derecho fundamental a
comunicar libremente información sino que constituye,
por el contrario, una intromisión ilegítima en la esfera
de la intimidad de la recurrente constitucionalmente
garantizada» (FJ 10) «al dar al público conocimiento de
datos y circunstancias que a este ámbito indudablemen-
te pertenecen. Como es el caso, entre otros extremos
relativos a la esfera de la intimidad personal, de la divul-
gación de ciertos defectos, reales o supuestos, en el
cuerpo o de determinados padecimientos en la piel, así
como de los cuidados que éstos requieren por parte
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de la Sra. Preysler Arrastia o los medios para ocultar
aquéllos; al igual que la divulgación de los efectos nega-
tivos de un embarazo sobre la belleza de ésta. A lo que
cabe agregar, asimismo, la amplia descripción que se
ha hecho pública de la vida diaria y de los hábitos en
el hogar de la recurrente, junto a las características de
ciertas prendas que usa en la intimidad. Y en lo que
respecta a la esfera familiar de la intimidad, también
cabe apreciar que se han divulgado datos sobre las rela-
ciones de la recurrente tanto con sus dos anteriores
maridos como con el actual, con sus padres y, muy
ampliamente, sobre el carácter y la vida de sus hijos;
a lo que se une la difusión de la vida diaria y los hábitos
de los familiares en el hogar, de los concretos regalos
que se intercambian en las fiestas de Navidad o del
dinero de que dispone una de sus hijas» (FJ 5). Asimismo
consideró que la vulneración era cualificada, porque la
divulgación de los datos había sido realizada quebran-
tando el deber de secreto impuesto a las personas que
conviven en el hogar de una persona por razones labo-
rales (FJ 6).

Por otra parte, frente a la alegación de la escasa enti-
dad de los datos divulgados en el reportaje, la Sentencia
de amparo se limita a declarar que «resulta irrelevante
desde la perspectiva constitucional que los datos per-
tenecientes a la esfera de la intimidad divulgados sean
o no gravemente atentatorios o socialmente desmere-
cedores de la persona cuya intimidad se desvela, aunque
desde la perspectiva de la legalidad puedan servir para
modular la responsabilidad de quien lesiona el derecho
fundamental (art. 9 de la Ley Orgánica 1/1982, de 5
de mayo)» (FJ 8).

Con fecha 20 de julio de 2000 el Tribunal Supremo
dictó Sentencia en la que se indica que «por segunda
vez en virtud de Sentencia del Tribunal Constitucional»
la Sala Primera resuelve el recurso de casación inter-
puesto por El Hogar y la Moda, S.A., y don Julio Bou
Gibert contra la Sentencia dictada por la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona el 12 de enero de 1993. En su
resolución el Tribunal Supremo desestima los cuatro pri-
meros motivos de casación y, en su virtud, declara que
«esta Sala debe proclamar que el reportaje aparecido
en la revista ”Lecturas” titulado ”La cara oculta de Isabel
Preysler” supone un ataque a la intimidad de la pro-
tagonista del mismo»; en relación al cuarto motivo de
casación «no se hace declaración sobre la solidaridad
de A.M.S., por haber quedado dicha cuestión fuera de
la presente contienda judicial» (fundamento primero).

La Sentencia del Tribunal Supremo, finalmente, esti-
ma el quinto y último motivo de casación con base en
la siguiente fundamentación: «La valoración pecuniaria
de la responsabilidad de quien lesiona el derecho fun-
damental a la intimidad, estará determinada por la gra-
vedad atentatoria de dicho ataque, así como por la difu-
sión de la noticia y las ventajas económicas obtenidas
con ella. Pues bien, las frases ”granos que le salen en
la cara..., determinada agenda de piel de cocodrilo...,
ropa que posee...” se pueden calificar como insignifi-
cantes dada la enorme proyección pública de la afectada
—hecho notorio—, por lo cual la valoración del daño
moral producido puede ser mesurado en 25.000 pese-
tas. La difusión de la noticia y las ventajas reportadas,
no han podido ser cuantificadas económicamente» (fun-
damento segundo).

El fallo de la Sentencia quedó redactado en los
siguientes términos: «1.o) Se declara la intromisión ile-
gítima a la intimidad de Doña Isabel Preysler Arrastia
por parte de los demandados. 2.o) Se condena a los
demandados, de forma solidaria a abonar a Doña Isabel
Preysler Arrastia la indemnización de 25.000 pesetas,
más los intereses legales desde la interpretación judicial.
3.o) Se publicará esta Sentencia íntegramente en la revis-
ta ”Lecturas” a costa de los demandados; todo ello sin

hacer una expresa imposición de las costas en este
recurso».

3. Se formula ahora recurso de amparo contra esta
segunda Sentencia de casación dictada por el Tribunal
Supremo. Debemos señalar, de entrada, que, respecto
al recurso de amparo contra violaciones de derechos
fundamentales procedentes de órganos judiciales, la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional desarrolla en sus
arts. 41 y siguientes lo dispuesto por la Constitución
en relación al recurso de amparo [arts. 53.2 y 161.1 b),
especialmente] y establece su ámbito de modo que com-
prende los derechos y libertades susceptibles de amparo
constitucional, sin limitación alguna a los de carácter
formal, siempre que la violación tuviere su origen directo
e inmediato en un acto u omisión de un órgano judicial,
y que se cumplan los demás requisitos que establece
el art. 44 LOTC (SSTC 2/1982, de 29 de enero, FJ 2;
119/1993, de 19 de abril, FJ 3). La violación del órgano
judicial puede proceder tanto de su actividad in pro-
cedendo como de sus pronunciamientos in iudicando,
distinción que tiene su trascendencia a la hora de modu-
lar el alcance de la declaración de nulidad, que constituye
uno de los pronunciamientos contemplados en el art.
55.1 a) LOTC. En efecto, cuando la lesión afecta a dere-
chos procesales, la declaración de nulidad lleva apare-
jada, generalmente, la retroacción de las actuaciones
al momento inmediatamente anterior a la comisión de
la lesión para que el órgano judicial dicte nueva reso-
lución respetuosa de las garantías procesales. En cambio,
cuando la lesión es de un derecho material o sustantivo,
la declaración de nulidad de la decisión judicial ordi-
nariamente habría de ir acompañada de una decisión
del propio Tribunal Constitucional sobre el fondo del
asunto. En ambos supuestos este Tribunal actúa como
garante supremo de los derechos y libertades garan-
tizados en los arts. 14 a 30.2 CE, fiscalizando como
juez último la correcta aplicación de tales derechos por
parte de los Tribunales ordinarios.

En el caso enjuiciado en el presente recurso de amparo,
sin embargo, el reconocimiento del derecho por parte de
este Tribunal no agotó el debate planteado ante los órganos
de la jurisdicción ordinaria al quedar imprejuzgados algunos
motivos de casación que el Tribunal Supremo ha debido
afrontar y resolver en la Sentencia frente a la que se dirige
la queja que nos ha sido propuesta.

4. Realizadas las anteriores precisiones podemos
entrar a examinar las infracciones constitucionales adu-
cidas en este proceso constitucional de amparo. A los
efectos de su enjuiciamiento pueden sintetizarse así: en
primer lugar, la lesión del derecho a la tutela judicial
efectiva por haber entrado a revisar el Tribunal Supremo
la cuantía indemnizatoria en la Sentencia de casación
apartándose de su constante línea jurisprudencial; en
segundo lugar, la vulneración del mismo derecho por
no haber motivado suficientemente la Sentencia impug-
nada la revisión de la cuantía fijada en apelación; y, final-
mente, la conculcación del derecho a la intimidad, que
se vio lesionado nuevamente al haberse fijado una
indemnización simbólica totalmente inadecuada para
restablecer a la agraviada en la integridad de su derecho
y al haberlo hecho apartándose de los criterios fijados
en la Sentencia constitucional.

La primera queja por vulneración del derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) no puede ser aco-
gida. Sostiene la recurrente que tal lesión se produjo
al fijar el Tribunal Supremo la cuantía de la indemnización
en la Sentencia de casación, apartándose de su propia
doctrina, dictada en aplicación del art. 9.3 de la Ley
Orgánica 1/1982, según la cual no procede en casación
la revisión del quantum indemnizatorio. Debe señalarse,
sin embargo, que la mencionada doctrina no ha impedido
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que en numerosas ocasiones el Tribunal Supremo haya
procedido a la revisión del quantum indemnizatorio en
casación, en concreto, en los casos en los que el Tribunal
de instancia no hubiera tenido en cuenta las pautas valo-
rativas del daño moral; o esa valoración se hubiera rea-
lizado de manera totalmente arbitraria, inadecuada o irra-
cional; o el importe resultara excesivo (así, recientemen-
te, entre otras, en las SSTS de 15 de julio de 1995;
de 25 de junio de 1996; de 21 de marzo de 1997;
de 25 de abril de 1997; de 27 de marzo de 1998;
o de 4 de marzo de 2000). La fijación de la cuantía
indemnizatoria por parte del Tribunal Supremo no ha
entrañado lesión alguna del derecho a la tutela judicial
efectiva de la recurrente, sin que en este proceso de
amparo proceda debatir si el Tribunal Supremo podía
o no fijar en el presente caso el quantum de la
indemnización.

5. La segunda queja por vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) se basa en
la insuficiencia de la motivación de la Sentencia impug-
nada a la hora de revisar la valoración del quantum
indemnizatorio realizada por la Sentencia de instancia,
puesto que, desconociendo las exigencias del art. 9.3
de la Ley Orgánica 1/1982 aquélla se habría limitado
a afirmar que «la difusión de la noticia y las ventajas
reportadas no han podido ser cuantificadas económi-
camente» (fundamento jurídico segundo), sin entrar a
analizar tal difusión ni el efecto obtenido.

La Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona
declaró que, si bien la prueba practicada no resultaba
suficiente para justificar los beneficios extraordinarios
de la publicación, sí permitía «ponderar la repercusión
social del medio habida cuenta, además, de que el cál-
culo de los lectores, rebasa siempre el de la tirada media
de los ejemplares de la publicación. Este dato de la impor-
tancia social del medio ha de servir para apreciar la reper-
cusión del reportaje y, consecuentemente, los pereci-
mientos morales de la actora, los cuales, lógicamente,
aunque esto se intentó desvirtuar en el acto de la vista,
varían según la naturaleza de la imputación y la impor-
tancia social del medio» (fundamento jurídico sexto).

La Sentencia del Tribunal Supremo procedió a la revi-
sión de la cuantía de la indemnización acordada por
la Audiencia Provincial fijando en su lugar la que estimó
más apropiada de 25.000 pesetas. Para fundamentar
esta resolución precisó los criterios a los que debía ate-
nerse la valoración pecuniaria de la responsabilidad (la
gravedad atentatoria del ataque, la difusión de la noticia
y las ventajas económicas deducibles de ella) y afirmó
que «las frases ’granos que le salen en la cara..., deter-
minada agenda de piel de cocodrilo..., ropa que posee...’
se pueden calificar como insignificantes, dada la enorme
proyección pública de la afectada». Pues bien, debe reco-
nocerse que con ello la Sentencia impugnada, además
de omitir datos esenciales contenidos en la STC
115/2000 relativos a otros aspectos de la intimidad
de la recurrente que fueron ilegítimamente desvelados,
tampoco tuvo en consideración los criterios o parámetros
básicos legalmente exigidos.

Concretamente, ha de advertirse que la Sentencia
frente a la que se demanda amparo no tuvo en cuenta
la difusión o audiencia del medio en el que se publicó
el reportaje causante de la vulneración denunciada (cri-
terio contemplado en el art. 9.3 de la Ley Orgánica
1/1982), declarando que ni dicho extremo ni las ventajas
económicas reportadas al causante pudieron ser cuan-
tificados económicamente. Ciertamente los beneficios
económicos que supuso la publicación del reportaje no
fueron cuantificados en el proceso, pero sí quedaron
en él constancia de algunos datos relevantes respecto
de la difusión de la revista en la que dicho reportaje
se incluyó. En las actuaciones seguidas en primera ins-

tancia queda reflejado (pág. 213) que, a instancia de
la hoy demandante, se aportó un certificado de 3 de
diciembre de 1990, de la Oficina de Justificación de
la Difusión (OJD), acreditativo de que los promedios de
difusión mensual de la revista «Lecturas» entre abril y
agosto de 1989 oscilaron entre 331.934 ejemplares
(abril) y 435.716 ejemplares (agosto), siendo perceptible
un incremento de tirada que coincidió con la injerencia
ilegítima.

La Sentencia impugnada tampoco atendió a las cir-
cunstancias del caso, primer criterio de valoración que
figura en el art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982, pues
en su motivación no se hace referencia alguna a la publi-
cidad del mismo reportaje que la revista «Lecturas» inser-
tó en otros medios de comunicación, incluida la tele-
visión, ni a su publicación, dilatada en el tiempo, a través
de doce entregas semanales, ni que la recurrente ocupó
un lugar destacado en la portada, factores todos ellos
que debieron ser tenidos en cuenta a la hora de valorar
la gravedad de la lesión atendiendo a la difusión o audien-
cia del medio a través del cual se produjo.

En suma, el Tribunal Supremo estimó el motivo de
casación relativo a la determinación de la cuantía de
la indemnización (art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982),
reduciendo el quantum indemnizatorio de 10.000.000
de pesetas fijado en la Sentencia de apelación hasta
la cantidad de 25.000 pesetas, sin valorar las circuns-
tancias del caso y sin utilizar para determinar la gravedad
de la lesión el criterio de la difusión, probada en el pro-
ceso, de la revista en la que se publicó el reportaje
considerado.

6. Según ha venido declarando este Tribunal, el
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) incluye
el derecho a obtener de los órganos judiciales una res-
puesta razonada, motivada, fundada en Derecho y con-
gruente con las pretensiones oportunamente deducidas
por las partes, dado que la motivación de las resoluciones
judiciales, aparte de venir institucionalizada en el
art. 120.3 CE, es una exigencia derivada del artícu-
lo 24.1 CE que permite conocer las razones de la decisión
que dichas resoluciones contienen y que posibilita su
control mediante el sistema de los recursos (entre otras
muchas, SSTC 20/1982, de 5 de mayo, FJ 1; 177/1985,
de 18 de diciembre, FJ 4; 23/1987, de 23 de febrero,
FJ 3; 159/1989, de 6 de octubre, FJ 6; 63/1990, de
2 de abril, FJ 2; 69/1992, de 11 de mayo, FJ 2;
55/1993, de 15 de febrero, FJ 5; 146/1995, de 16
de octubre, FJ 2; 2/1997, de 13 de enero, FJ 3;
235/1998, de 14 de diciembre, FJ 2; 214/1999, de
29 de noviembre, FJ 5; 163/2000, de 12 de junio,
FJ 3; 187/2000, de 10 de julio, FJ 2; y 214/2000,
de 18 de septiembre, FJ 4; 108/2001, de 23 de
abril, FJ 2).

Conviene asimismo recordar que esta exigencia cons-
titucional entronca con una concepción de la legitimidad
de la función jurisdiccional sustentada esencialmente en
el carácter vinculante que para todo órgano judicial tie-
nen la Ley y la Constitución (SSTC 55/1987, de 13
de mayo, FJ 1; 24/1990, de 15 de febrero, FJ 4; y
22/1994, de 27 de enero, FJ 2; 203/1997, de 25 de
noviembre, FJ 3). Y, por otra parte, no debe olvidarse
que la razón última que sustenta este deber de moti-
vación, en tanto que obligación de exteriorizar el fun-
damento de la decisión, reside en la interdicción de la
arbitrariedad y, por tanto, en la necesidad de evidenciar
que el fallo de la resolución no es un simple y arbitrario
acto de voluntad del juzgador, sino una decisión razo-
nada en términos de Derecho (STC 24/1990, de 15
de febrero, FJ 4).

A la vista de esta jurisprudencia debe concluirse que
la Sentencia impugnada no satisface las exigencias de
motivación derivadas del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24.1 CE) en la medida en que versan sobre
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la reparación de un derecho fundamental vulnerado, cual
es el derecho a la intimidad. En efecto, el Tribunal Supre-
mo procedió a revisar la cuantía de la indemnización
fijada por la Audiencia Provincial desatendiendo datos
determinantes del alcance de las lesiones, omitiendo los
hechos acreditados en el procedimiento en los que que-
dó probada la difusión de la revista «Lecturas» en las
semanas en que se publicó el reportaje enjuiciado, y
desconociendo criterios legales que el juzgador debe
tener en cuenta para valorar el daño moral producido
por la intromisión ilegítima declarada (art. 9.3 Ley Orgá-
nica 1/1982), especialmente el referente a las circuns-
tancias del caso y el relativo a la difusión o audiencia
del medio a través del cual aquélla se haya producido.
Tal incumplimiento adquiere relieve constitucional por
cuanto la insuficiencia de la motivación de la fijación
de la cuantía de la indemnización implica una ausencia
de los elementos y razones de juicio que permiten cono-
cer los criterios de la decisión judicial, puesto que el
razonamiento del Tribunal Supremo no constituye una
motivación adecuada o satisfactoria de la decisión adop-
tada (por todas, STC 214/2000, de 18 de septiembre,
FJ 4), y por ello, en la medida en que puedan considerarse
lesión autónoma respecto del derecho a la intimidad,
podría suponer una vulneración del derecho de la
recurrente a obtener de los órganos judiciales una reso-
lución motivada y fundada en Derecho.

7. La constatación precedente no nos impide, sin
embargo, entrar a analizar si, como se ha alegado, la
Sentencia impugnada reparó la vulneración del derecho
a la intimidad o al no hacerlo así vulneró de nuevo este
derecho; al contrario, en el presente caso, ese enjuicia-
miento viene requerido, de un lado, por el hecho de
que la declarada insuficiencia de motivación, como ya
se ha avanzado, guarda una indisoluble relación con las
exigencias dimanantes del respeto debido al derecho
a la intimidad personal y familiar: en rigor, como ha rei-
terado este Tribunal, la falta o insuficiencia de motivación
de una resolución judicial relativa a un derecho funda-
mental sustantivo se convierte en lesión de ese derecho
(por todas, STC 24/2000, de 15 de febrero, FJ 4) y,
de otro lado, por la circunstancia de que en este caso
el órgano judicial frente a cuya resolución se demanda
el amparo se ha pronunciado ya por dos veces en rela-
ción con la denunciada vulneración del derecho a la
intimidad.

Entrando, pues, en el enjuiciamiento de esta lesión
debe recordarse que, según las alegaciones vertidas en
este proceso, la misma derivaría del carácter meramente
simbólico de la indemnización fijada —25.000 pesetas—
y del hecho, que está en su raíz, de que la Sentencia
impugnada se aparta de los criterios establecidos en
la STC 115/2000 al delimitar el alcance del derecho
y de la lesión sufrida.

Respecto a la indemnización fijada por la Sentencia
recurrida es cierto que este Tribunal ha declarado que,
en principio, la fijación de una u otra cuantía no es sus-
ceptible de convertirse en objeto de vulneración autó-
noma de los derechos fundamentales, en este caso del
derecho a la intimidad. Pero no es menos cierto que
también hemos declarado que «la Constitución protege
los derechos fundamentales ... no en sentido teórico e
ideal, sino como derechos reales y efectivos» (STC
176/1988, de 4 de octubre, FJ 4). Como indicamos
en la STC 12/1994, de 17 de enero, FJ 6, los arts.
9.1, 1.1 y 53.2 CE impiden que la protección jurisdic-
cional de los derechos y libertades se convierta en «un
acto meramente ritual o simbólico». Así lo proclaman,
en el ámbito propio del amparo constitucional, los arts.
1, 41 y 55 de nuestra Ley Orgánica. Desde esta pers-
pectiva existen motivos para afirmar que una indem-
nización de 25.000 pesetas resulta insuficiente para

reparar el derecho a la intimidad personal y familiar de
la recurrente. Sin embargo, desde la perspectiva de la
lesión de ese derecho fundamental la cuestión de mayor
trascendencia no es ésta, sino el apartamiento de la
Sentencia recurrida de los criterios fijados por la STC
115/2000 en orden a delimitar el alcance del derecho
y fijar la indemnización.

8. Pues bien, analizando la cuestión desde esta pers-
pectiva cabe concluir que, en efecto, al revisar la cuantía
de la indemnización fijada por la Audiencia Provincial
la Sentencia ahora impugnada partió de un entendimien-
to del derecho a la intimidad que no se ajusta a la inter-
pretación que de tal derecho fundamental realizó este
Tribunal en su Sentencia, y que vincula a todos los Jueces
y Tribunales que integran el Poder Judicial (art. 5.1 LOPJ).
El Tribunal Supremo valora la cuantía de la indemnización
con base en el carácter «insignificante» de determinadas
frases del reportaje (“granos que le salen en la cara...,
determinada agenda de piel de cocodrilo..., ropa que
posee...”), argumento que ya utilizó en su primera Sen-
tencia de casación, en la que declaró que tales datos,
calificados de «chismes de escasa entidad», no podían
reputarse como gravemente atentatorios a la intimidad.
Se aparta así de los criterios fijados en la STC 115/2000,
ya que, en primer lugar, como se desprende del tenor
literal de su fundamento jurídico 5 antes citado, la vul-
neración del derecho a la intimidad no derivó únicamente
del hecho de haberse revelado datos sobre «los granos»,
«la agenda» y «la ropa» de la recurrente, sino de haber
desvelado otros datos de su vida personal y familiar de
mucha mayor entidad. Se ponderó, además, según cons-
ta en el fundamento jurídico 6, el carácter cualificado
de la vulneración derivado del hecho de que la divul-
gación de los datos había sido realizada quebrantando
el deber de secreto impuesto a las personas que conviven
en el hogar de una persona por razones laborales. Por
otra parte, en la STC 115/2000 se declaró que la vul-
neración del derecho a la intimidad no podía hacerse
depender de la insignificancia de algunas de las expre-
siones vertidas en el curso de dicho reportaje, ya que
revestía la trascendencia propia de la relevancia cons-
titucional del derecho fundamental afectado; y, aunque
en el FJ 8 se afirmase con carácter general que la gra-
vedad atentatoria de los datos revelados podía ser tenida
en cuenta para modular la responsabilidad de quien lesio-
na el derecho, por supuesto eso no significa que al fijar
la indemnización pueda desconocerse la premisa de la
relevancia constitucional del derecho afectado y la corre-
lativa exigencia de una reparación acorde con el relieve
de los valores e intereses en juego.

Por ello, al no considerar la Sentencia impugnada,
ni aun tras el enjuiciamiento realizado en la STC
115/2000, que la revelación de tales datos constituyó
el núcleo de la intromisión ilegítima efectuada en la inti-
midad personal y familiar de la demandante de amparo,
y reiterar de nuevo una minusvaloración del quebranto
sufrido por el derecho fundamental afectado en función
del pretendido «carácter insignificante» de algunas frases
del reportaje publicado en la revista «Lecturas», la Sen-
tencia frente a la cual ahora se demanda amparo realiza
una interpretación que, lejos de reparar el derecho vul-
nerado, lesiona de nuevo el derecho a la intimidad (art.
18.1 CE), menoscabando así la eficacia jurídica de la
situación subjetiva declarada en nuestra precedente
Sentencia.

9. Las conclusiones expuestas en los fundamentos
precedentes conducen directamente al otorgamiento del
amparo solicitado por la recurrente, lo cual exige que
precisemos el alcance de nuestro fallo. La demandante
de amparo solicita la anulación de la Sentencia impug-
nada, y que se declare ajustada a Derecho la indem-
nización fijada en la Sentencia de la Audiencia Provincial



BOE núm. 251. Suplemento Viernes 19 octubre 2001 59

de Barcelona. Por su parte, el Ministerio Fiscal interesa
asimismo la nulidad de la Sentencia del Tribunal Supre-
mo de 20 de julio de 2000 y la declaración de firmeza
de la dictada en apelación.

En este punto conviene recordar que tenemos decla-
rado que el art. 55 LOTC faculta al Tribunal para realizar
algún o algunos de los pronunciamientos que contempla,
confiriendo a la Sentencia en la que otorgue el amparo
demandado una flexibilidad que resulta especialmente
intensa en lo que se refiere a la determinación del ins-
trumento adecuado para el restablecimiento del
recurrente en la integridad de su derecho (STC 99/1983,
de 16 de noviembre, FJ 5).

En el presente caso el otorgamiento del amparo com-
porta la declaración de nulidad de la Sentencia impug-
nada [art. 55.1. a) LOTC]. Pero el restablecimiento de
la recurrente en la integridad de su derecho fundamental
[art. 55.1 c) LOTC] exige, dadas las particulares circuns-
tancias del supuesto enjuiciado en este caso, que nuestro
fallo no se limite a declarar tal nulidad y a acordar la
devolución de las actuaciones para que sobre ellas se
produzca un nuevo pronunciamiento del Tribunal Supre-
mo, puesto que, de una parte, estamos ante un vicio
in iudicando y, de otra, a diferencia de lo acaecido en
ocasiones precedentes, habiéndose ya pronunciado por
dos veces al respecto el órgano judicial frente a cuyo
último pronunciamiento se nos demanda amparo, el ple-
no restablecimiento del derecho a la intimidad personal
y familiar exige aquí, en función de las concretas carac-
terísticas del caso, excluir dicha devolución con el objeto
de que la reparación procedente no se dilate en términos
inadmisibles al resultar remitida a un proceso que puede
prolongarse indefinidamente y que, en consecuencia, por
su misma duración, podría hacer ilusoria la obligada repa-
ración del derecho fundamental lesionado. En conse-
cuencia procede declarar la nulidad de la Sentencia dic-
tada por la Sala Primera del Tribunal Supremo el 20
de julio de 2000 y, a los fines indicados, declarar que,
en cuanto al quantum indemnizatorio, ha de estarse en
ejecución de nuestro fallo a la cantidad acordada en
concepto de indemnización por el fallo de la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Barcelona de 12 de enero
de 1993, cuya fundamentación resulta acorde con las
exigencias del derecho fundamental expresadas en la
STC 115/2000.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha vulnerado el derecho a
la intimidad personal y familiar de la demandante.

2.o Restablecerla en su derecho y, a este fin, decla-
rar la nulidad de la Sentencia de la Sala Primera del
Tribunal Supremo de 20 de julio de 2000, en el recurso
de casación 872/93, con los efectos en cuanto a la
indemnización a favor de la recurrente que se determinan
en el fundamento 9 de esta Sentencia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiete de septiembre de dos
mil uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y Rubricado.

Voto particular que formulan los Magistrados don Vicen-
te Conde Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sán-
chez respecto de la Sentencia dictada en el recurso de

amparo núm. 5002-2000

Expresando de partida nuestro respeto hacia los
Magistrados que con su voto mayoritario han dado lugar
a la Sentencia, formulamos, no obstante, Voto particular,
en ejercicio de la facultad establecida en el artículo 90.2
LOTC, para exponer nuestro parecer discrepante.

La discrepancia es solo respecto a parte del fallo y
a la argumentación que conduce a esa parte.

En concreto, compartimos el otorgamiento del ampa-
ro, la declaración de vulneración del derecho fundamen-
tal a la intimidad y la anulación de la Sentencia del Tri-
bunal Supremo recurrida; pero disentimos de que no
se aprecie la vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva, así como de la solución de que se entre en
la Sentencia a fijar la cuantía de la indemnización debida
a la recurrente en amparo. Consideramos que se debía
haber estimado la vulneración del derecho de tutela judi-
cial efectiva además de la del derecho a la intimidad,
y que la solución correcta de dichas vulneraciones era
la de que se devolvieran las actuaciones al Tribunal
Supremo, para que, ejercitando la jurisdicción que le
es propia, dictase nueva Sentencia, atenida a las exi-
gencias constitucionales vulneradas en la anterior anu-
lada.

La instrumentalidad del derecho fundamental de tute-
la judicial efectiva (art. 24.1 CE) respecto del derecho
fundamental a la intimidad (art. 18.1 CE) puede deter-
minar que en este caso, como lo hemos dicho en otros
en que existía esa misma relación entre el primero y
otros derechos fundamentales sustantivos, la motivación
de la sentencia, exigible siempre (art. 120.3 CE), como
elemento del contenido del derecho de tutela judicial
efectiva, deba ser especialmente reforzada; de modo que
la vulneración constitucional, imputable inmediatamente
a la falta o insuficiencia de motivación, puede extenderse
mediatamente al derecho base, del cual la tutela es ins-
trumento de garantía.

Coincidimos con la argumentación de la Sentencia
frente a la que formulamos el presente Voto en la insu-
ficiencia de motivación de la del Tribunal Supremo
recurrida, si bien al respecto consideramos que se debe
destacar además un aspecto formal en el que la nuestra
no ha reparado, al menos expresamente.

Sobre el particular el debate procesal, abierto por
el motivo, y delimitado por su impugnación, tenía como
componente básico el de si el Tribunal Supremo podía
o no fijar directamente la indemnización procedente en
el grado de casación, posibilidad expresamente afirmada
en el motivo casacional, y negada en la impugnación
del motivo por la demandante de amparo (recurrida en
la casación), con cita respectiva, en abono de cada tesis,
de Sentencias del Tribunal Supremo.

No corresponde a este Tribunal Constitucional, ni en
modo alguno lo pretenden los firmantes de este Voto,
decidir si el Tribunal Supremo tenía, o no, esa facultad,
ni si la misma cabía, o no, en los márgenes del recurso
de casación, cuestión procesal de legalidad ordinaria,
en la que no puede ponerse en duda la potestad del
Tribunal Supremo como órgano superior en todos los
órdenes salvo en lo dispuesto en materia de garantías
constitucionales (art. 123.1 CE), sino que de lo que se
trata es de si en el concreto debate que ante el Tribunal
Supremo pendía, y en el que era básica la cuestión refe-
rida acerca de la posibilidad de revisar la indemnización,
se dio a esa cuestión la respuesta motivada que el
art. 24.1 CE exigía.

Basta la lectura de la Sentencia recurrida para evi-
denciar que la motivación alusiva a ese contenido básico
del debate está totalmente ausente, y que el modo en
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que el Tribunal Supremo fija la indemnización, con un
insólito esquematismo de argumentación, se asemeja
más al propio de un órgano de primera instancia que
a la respuesta a un debate procesal de casación, espe-
rable en un recurso de tal tipo. En definitiva, estimamos
que se produce la lesión del derecho fundamental de
tutela judicial efectiva no proclamada en la Sentencia,
lesión que empieza en un momento conceptual anterior
al tenido en consideración en ella (aunque no desde
la óptica de ese derecho), lo que resulta formalmente
más radical si cabe.

Creemos que este aspecto estrictamente procesal,
unido a la manifiesta insuficiencia de la motivación de
la Sentencia, sitúa el centro de gravedad de la vulne-
ración producida en el derecho de tutela judicial efectiva,
más que en el derecho a la intimidad, que resulta con-
cernido sólo de modo mediato y consecuencial. Por ello
consideramos que la solución procedente era la de devol-
ver las actuaciones al Tribunal Supremo, previa anulación
de su Sentencia, para que, ateniéndose a las exigencias
constitucionales del derecho de tutela judicial efectiva
(en este caso, ajuste preciso al debate casacional —mo-
tivo e impugnación— y motivación suficiente), resolviera
el tema de legalidad pendiente referido a la cuantía de
la indemnización.

La fijación directa por este Tribunal Constitucional
de la indemnización procedente, aunque lo sea por el
cauce casi eufemístico de remitirnos a la de la Sentencia
de apelación, sin declarar su firmeza, consideramos que
supone una implicación en ámbitos propios del ejercicio
de la jurisdicción, confiados a los órganos del Poder Judi-
cial (y más claramente cuando, como en este caso, se
trata de un conflicto inter privatos), que este Tribunal
prudentemente ha evitado en otras ocasiones, sin que
veamos la razón para que no se continúe esa actitud
en este caso.

En este sentido evacuamos nuestro Voto.

Madrid, a diecisiete de septiembre de dos mil uno.—Vi-
cente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

19478 Sala Primera. Sentencia 187/2001, de 19 de
septiembre de 2001. Recurso de amparo
3992/97. Promovido por don Casto José
Antonio Martínez Sarabia frente al Auto de
la Sala de lo Social del Tribunal Supremo y
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid que declararon la incompetencia
del orden jurisdiccional para resolver de su
demanda de despido.
Supuesta vulneración del derecho a la igual-
dad: STC 227/1998 [aplicación del art. 1.3.g)
del Estatuto de los Trabajadores].

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3992/97, promovido
por don Casto José Antonio Martínez Sarabia, bajo la
representación procesal de la Procuradora de los Tri-

bunales doña Ascensión Peláez Díez y defendido por
el Letrado don Javier S. Berzosa Lamata, contra la Sen-
tencia dictada por la Sección Segunda de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
de 9 de octubre de 1996, y contra el Auto de la Sala
de lo Social del Tribunal Supremo, de 2 de julio de 1997.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Pablo García Manzano, quien expresa
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado ante este Tribunal
el día 8 de octubre de 1997, don Casto José Antonio
Martínez Sarabia, representado por la Procuradora de
los Tribunales doña Ascensión Peláez Díez, interpuso
recurso de amparo constitucional contra la Sentencia
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid de 9 de octubre de 1996, recaída en el recurso
de suplicación núm. 4519/95, y contra el Auto de la
Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 2 de julio
de 1997 por el que se acordó la inadmisión del recurso
de casación para la unificación de la doctrina núm.
4362/96, entablado frente a la Sentencia anterior, por
considerar que vulneran el art. 14 CE.

2. La demanda de amparo tiene su origen en los
siguientes hechos:

a) Don Casto José Antonio Martínez Sarabia pres-
taba servicios para la empresa T.N.T. Express España,
S.A., y según consta en los hechos probados de las reso-
luciones judiciales, los realizaba en un vehículo de su
propiedad, consistiendo su actividad en cargar, trans-
portar y descargar mercancías, entregándole cada maña-
na la empresa la hoja de venta donde constaban las
entregas o recogidas que debía efectuar (pero no el
recorrido), así como los albaranes. Igualmente, portaba
uniforme de la empresa y su vehículo llevaba el anagrama
de esta última.

b) El recurrente dedujo demanda por despido (autos
171/95) ante el Juzgado de lo Social núm. 11 de Madrid,
contra la empresa T.N.T. Express España, S. A. Por Sen-
tencia de 8 de mayo de 1995 el Juzgado, desestimando
la excepción de incompetencia del orden jurisdiccional
social, estimó la demanda declarando la nulidad del des-
pido, condenando a la demandada a readmitir en las
mismas condiciones y a abonarle los salarios de trami-
tación desde la fecha del despido hasta que la readmisión
tuviese lugar.

c) Dicha resolución fue recurrida en suplicación (re-
curso núm. 4519/95) por la empresa demandada, sien-
do dictada Sentencia por la Sección Segunda de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
con fecha 9 de octubre de 1996, que estimó el recurso
interpuesto declarando no laboral la relación jurídica exis-
tente entre la recurrente y la empresa y, consecuen-
temente, la incompetencia de la jurisdicción laboral para
conocer de las incidencias de su extinción.

d) Contra dicha resolución la recurrente interpuso
recurso de casación para la unificación de doctrina (núm.
4362/96) ante la Sala de lo Social del Tribunal Supremo
que, por Auto de 2 de julio de 1997 declaró la inad-
misión, por falta de idoneidad de la Sentencia de
contraste.

3. Estima el recurrente que las resoluciones juris-
diccionales impugnadas ante este Tribunal han infringido
el art. 14 CE. Alega que la resolución del Tribunal Supe-
rior de Justicia declarando la incompetencia de la juris-
dicción laboral no se basó en el análisis de las circuns-
tancias a través de las cuales el actor prestaba sus ser-
vicios como transportista en su relación con la entidad
jurídica de la que recibía los encargos, para reconocer


